
Expte.  

destinatarios:
ILMO. SR. PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN
PROVINCIAL DE ZARAGOZA

SRA. ALCALDESA-PRESIDENTE DEL
AYUNTAMIENTODE LOBERA DE ONSELLA

Zaragoza, a 20 de abril de 2007

ASUNTO: Sugerencia para
- alcanzar un acuerdo en la obra del albergue (Ayuntamiento)
- revisar una subvención (Diputación Provincial)

I.- ANTECEDENTES

PRIMERO.-  El  día  15/12/06  tuvo  entrada  en  esta  Institución  una  queja
denunciando  una  actuación  municipal  que  las  ciudadanas  afectadas  consideran
abusiva. En la misma se relatan las dificultades que están teniendo las propietarias
de la planta baja del edificio donde se ubica el albergue de titularidad municipal con
las  obras que  ha  realizado el  Ayuntamiento de  Lobera  de  Onsella,  propietario del
resto del inmueble, la divergencia que existe entre ambas partes para alcanzar un
acuerdo y el abuso de la posición preponderante de esa Administración.

Indica el escrito de queja que el Ayuntamiento se dirigió a estas personas
comunicándoles la  necesidad de hacer una reparación en el  tejado, a  cuyo fin  les
entregó una memoria redactada por la Arquitecta Municipal que no justificaba dicha
necesidad pues, según  afirmó dicha  técnica,  no  había realizado ninguna  visita  de
inspección  al  lugar,  desconocía  su  estado  y simplemente se  limitó a  realizar  una
memoria orientativa de levantamiento de la cubierta por un nuevo tejado a solicitud
del Ayuntamiento junto con el reparto de los costes por número de plantas. Sin haber
alcanzado acuerdo alguno en cuanto a la ejecución o no de la obra, el Ayuntamiento
les comunicó la adjudicación de los trabajos a una empresa y les requirió el pago de
8.009,67 €, que suponen un tercio del precio de adjudicación (24.029,92 €), a lo que
respondieron solicitando la paralización de las obras y la revisión del expediente, a
fin de llegar a un acuerdo.

Posteriormente  (07/09/06),  sigue  diciendo,  se  celebró  una  reunión  en  el
Ayuntamiento y  se  visitó  el  edificio,  apreciándose  únicamente  alguna  mancha  de
humedad  en  la  planta  alzada  que  no  justificaba  un  cambio  total  del  tejado,  sino
simplemente la reparación de las tejas que pudieran estar rotas. En esa reunión se
les  propuso  fijar  su  aportación  en  4.000  €,  lo  que  las  afectadas  consideraron
excesivo, al haberse incluido en las obras partidas que en modo alguno afectaban a
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su  propiedad.  Sin  embargo,  el  25/09/06,  y  sin  contar  con  su  consentimiento,
necesario  al  ser  copropietarias  del  edificio,  se  encontraron  con  las  obras
comenzadas,  habiéndose  desmontado  el  tejado  y  utilizando  una  finca  de  su
propiedad contigua al mismo para arrojar allí los escombros y montar el andamiaje
preciso para estas labores.

Asimismo, se indica que la adjudicación inicial fue rectificada posteriormente
al  incrementarle el  Impuesto  sobre el  Valor  Añadido, que no  había sido tenido en
cuenta; no obstante, la liquidación final de la obra para ellas quedó en 22.528,82 €,
al  descontarse unas partidas  que  no  afectan  a  la  cubierta,  por  lo  que  les  exigen
ahora 7.509,61 €, a pesar de haber manifestado en la sesión del Concejo Abierto de
29/10/06 su conformidad con el pago de los 4.000 € que les fueron propuestos con
anterioridad, opción que fue rechazada por la Asamblea.

La queja concluye lamentándose de que antes de las obras contaban con
un inmueble en adecuadas condiciones que no les generaba problemas, pero “a la
fecha de hoy tienen un edificio de planta baja totalmente inservible e inhabitable, un
huerto lleno de escombros, a modo de vertedero con una puerta rota, de la pared del
inmueble ha manado agua, de la nueva vertiente del tejado caen todas las aguas al
huerto, un alero saliente que invade su propiedad,  a  lo  que el  Ayuntamiento hace
caso omiso, pero sin embargo por dicho organismo se les requiere para que abonen
la cantidad de 7509.61 euros por unas obras no consentidas desde un principio por
ellas  y,  de  las  que  se  ha  beneficiado  el  ayuntamiento,  cuando  dicho  organismo
cuenta con una subvención de la DPZ de 20.000 euros de las que a esta parte no se
les quiere hacer participe  por  el  Ayuntamiento, pretendiendo, por  tanto,  que  se  le
abone la  diferencia del  presupuesto de  la  empresa reformas L.  que asciende a  la
cantidad  de  27.873,  66  euros,  para  así,  no  tener  que  afrontar  el  ayuntamiento
cantidad alguna que supere la subvención concedida”.

SEGUNDO.-  En  principio  se  consideró,  vista  la  anterior  exposición  de
hechos y la documentación remitida, que se trata de un problema alusivo a bienes
patrimoniales del Concejo en copropiedad con particulares, por lo que la actuación
municipal debería atenerse a  lo  previsto  en  el  derecho privado y comenzar con el
acuerdo entre todos para la reparación de un bien común.

Sin  embargo,  dado  que  la  obra  cuenta  con  financiación  pública  y  se
denuncian  hechos  en  lo  que  pudiera  haber  cierto  exceso  en  la  utilización  de
potestades públicas, al no tener en cuenta la voluntad de las ciudadanas propietarias
de parte del edificio, se acordó admitirla a  mediación. Para su instrucción se envió
con  fecha  09/01/07  un  escrito  al  Ayuntamiento de  Lobera  de  Onsella  recabando
información sobre la cuestión planteada en la queja y la documentación relativa a:

- Memoria o proyecto en que se fundamenta la ejecución de la obra.
- Expediente instruido para contratar su ejecución
- Expediente para la obtención de subvención de la Diputación Provincial de

Zaragoza que contenga al menos la solicitud, la concesión y la justificación del gasto
realizado.

- Trámites llevados a cabo con las copropietarias para llegar a un acuerdo.
- Situación actual de los inmuebles en cuanto a las deficiencias señaladas

una vez concluidas las obras.
  TERCERO.-  Al no recibir noticias del Ayuntamiento, con fecha 20/02/07 se

remitió un recordatorio de la petición de información, que hubo de ser reiterado el 23
de  marzo.  Por  otra  parte,  dado  que  la  obra  se  financia  parcialmente  con  una
subvención  de  la  Diputación  Provincial  de  Zaragoza  (D.P.Z.),  se  solicitó  de  esta
entidad en la misma fecha de 20/02/07 la memoria o proyecto que sirve de base a la
ejecución  de  la  obra  y  el  expediente  instruido  para  conceder  la  subvención.  La



respuesta de D.P.Z. se recibió el 13 de marzo, y la del Ayuntamiento el 16 de abril.
CUARTO.- De  la  documentación  recabada  en  el  expediente  resulta  lo

siguiente:
1º.-  En  cuanto  a  la  subvención  recibida:  el  Ayuntamiento de  Lobera  de

Onsella,  dentro  del  Plan  de  Infraestructuras y Equipamientos Locales  para  el  año
2005, recibió una subvención de 20.000 € para la ejecución de la obra “Urbanización
Mirador 2ª fase”, presupuestada en 22.222,22 €.  No obstante, dado que esta obra
había  sido  finalizada  en  su  totalidad,  la  Asamblea  Vecinal  acordó  en  sesión  de
22/06/05 solicitar un cambio de destino de esta ayuda para asignarla a la “reparación
del tejado del Albergue Municipal, conforme a la memoria valorada elaborada por la
Arquitecta Municipal”, que describe las obras a  realizar en los siguientes términos:
“Demolición de cubierta existente, construcción de nueva con estructura de madera y
colocación de panel sándwich de madera con aislamiento interior para el entrevigado
de la cubierta sobre el que se apoyará el acabado de teja árabe”. El presupuesto en
la memoria remitida por el Ayuntamiento, fechada el 27/06/05, es de 22.993,09 €; en
cambio, en la enviada por D.P.Z., de 23/11/05, se fija en 22.222,22 €, que se ajusta
al presupuesto protegible a efectos de la subvención.

La documentación se ha remitido a  D.P.Z. sin hacer ninguna referencia a
que el Ayuntamiento es propietario, según sus propios datos, de solo 2/3 del edificio,
por lo que la valoración de la subvención no ha tenido en cuenta esta circunstancia.
Debe  señalarse que,  según  las normas que rigen los planes  de  infraestructuras y
equipamientos locales gestionados por esta Administración, y como se aclara en el
informe de la Jefatura del Servicio de Cooperación de 01/03/07, “Los beneficiarios de
las  subvenciones  son  única  y  exclusivamente  los  Ayuntamientos  y  Entidades
Locales Menores de la Provincia de Zaragoza. En este sentido “no se puede hacer
partícipe de  la  subvención a  un  copropietario para costear,  en todo o  en  parte, el
importe de  su aportación a  los gastos de reparación de un  edificio en  régimen de
propiedad horizontal”.

2º.-  La  contratación de  esta  obra:  se  ha  realizado  sobre  la  base  de  una
memoria  valorada  redactada  por  la  Arquitecta  de  la  Mancomunidad  Altas  Cinco
Villas,  a  la  que  pertenece  Lobera  de  Onsella;  esta  memoria,  siempre  referida  la
renovación  parcial  de  la  cubierta  del  edificio  en  cuestión,  ha  sufrido  diversas
variaciones en sus unidades de obra y presupuestos. La versión que se utiliza para la
licitación  es  de  fecha  20/04/06  y  su  presupuesto  de  ejecución  por  contrata  de
27.873,66 €; conforme a ello, la Asamblea Vecinal aprueba un pliego de condiciones
para  la  adjudicación  de  la  obra  por  procedimiento  negociado  sin  publicidad  con
carácter de urgencia, fundamentando esta opción en lo previsto en el artículo 141.c
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. Constan en el expediente
las ofertas de tres empresas, una de ellas por importe de 24.029,02 €, que es la que
resulta  adjudicataria  (si  bien  luego  este  importe  se  incrementará  con  el  IVA
resultando el tipo de licitación, 27.873,66 €), y otras dos que superan ampliamente el
mismo, pues ofertan precios de 30.950 € y 30.247 € respectivamente. En ninguna de
ellas se alude a los compromisos establecidos en el pliego de elaborar el proyecto
técnico de las obras ni a lo señalado en el punto tercero del Decreto de Alcaldía de
02/05/06:  “Las  ofertas  de  las  empresas  comprenderán  en  su  coste  los  trabajos
técnicos necesarios de todo tipo para poder realizar la obra, incluidos los relativos a
levantamiento de planos, topografía, memorias, mediciones, etc.”, pues únicamente
se limitan a la descripción de las obras (lo que era, por otro lado, innecesario, pues
en  el  pliego  se  establecía  un  modelo  de  proposición  económica al  que  deberían
haberse ajustado). Consta también la factura de la obra ejecutada, que no coincide
en  sus  unidades  de  obra  con  la  certificación  de  obra  ejecutada  expedida  por  la



Arquitecta con fecha 15/10/06, aunque si lo hace en su importe final, los 27.873,66 €
objeto del contrato.

3º.- El acuerdo entre la Entidad local y la propiedad del edificio. La primera
comunicación  enviada  a  las  propietarias  se  hizo  el  04/05/06,  donde  se  indica  la
necesidad de reparación urgente del tejado, la cuantía a la que asciende, el reparto
entre  los  copropietarios  y  la  voluntad  municipal  de  contratar  su  ejecución,
procedimiento ya iniciado por  Decreto de  Alcaldía  de 02/04/06. El día  07/07/06 se
firma por la Alcaldesa una nueva misiva informando de la adjudicación del contrato
por   la  Asamblea  Vecinal  de  02/07/06 en  24.092.92  €  y un  requerimiento para  el
pago de la tercera parte de ese importe, 8.009,67 €, indicando incluso el número de
cuenta bancaria para hacer el ingreso. En respuesta al mismo, las propietarias de la
planta baja presentan el 02/08/06 un escrito alegando:

- Que  inicialmente  se  habló  de  la  reparación  del  tejado,  sin  que  se  haya
justificado la necesidad de su sustitución.

- Que  en  ningún  momento  se  han  dirigido  a  ellas  para  contar  con  su
autorización o aprobación, habiéndoseles causado manifiesta indefensión.

- Que en la reunión con la Arquitecta de la Mancomunidad les manifestó que
desconocía  los  motivos  de  la  urgente  necesidad  de  la  reparación,  no
conocía  la  obra  y  simplemente  se  había  limitado  a  redactar  la  memoria
orientativa  del  levantamiento de  la  cubierta  y repartir  los  costes  según  el
coeficiente de propiedad en el inmueble.

- Que solicitan la paralización de las obras y que se justifique su necesidad,
así  como una reunión de todas las partes para intentar lograr un  acuerdo
satisfactorio.
Se  cita  en  un  documento  posterior  una  reunión  mantenida  en  el

Ayuntamiento donde barajan diferentes cantidades y concluyen que la memoria será
remodelada por la Arquitecta y se procederá a la medición de la planta, quedando
para una próxima reunión a fin de intentar un acuerdo.

Sin  que conste respuesta a  la  anterior petición, el  siguiente trámite es un
informe  de  la  Arquitecta  donde  rectifica  la  valoración  de  las  obras  a  realizar
excluyendo dos  partidas  (aislamiento  y  recrecido  de  muros)  por  entender  que  se
realizan para un mejor aprovechamiento de  la  planta destinada a  albergue, con lo
que la cuota de las propietarias de la planta baja se reduce proporcionalmente. La
distribución  de  costes  fue  tratada  en  la  Asamblea  Vecinal  de  29/10/06,  donde
intervino  la  abogada  de  las  propietarias  proponiendo  una  cantidad  inferior,  en
atención a las circunstancias concurrentes y el daño causado en el huerto colindante;
esta propuesta no se aprobó (hubo nueve votos a favor y otros tantos en contra, y
una  abstención),  por  lo  que  se  mantiene  la  distribución  inicial  propuesta  por  la
Arquitecta.  Debe  precisarse  que  su  valoración  tampoco  ha  sido  aprobada
formalmente por  la  Asamblea,  pues no  consta en el  acta que haya sido objeto de
votación, como, erróneamente,  se  indica  en  la  notificación del  acuerdo, efectuada
con fecha 22/11/06.

Contra este acuerdo, y siguiendo lo indicado en la notificación, se formula
recurso de reposición con fecha 21/12/06, reiterando las alegaciones anteriormente
expuestas  e  incluso  denunciando  la  ocupación indebida  del  solar  contiguo  sin  su
consentimiento para instalar el andamiaje de la obra y los desperfectos producidos
en  el  mismo,  así  como  la  suciedad  arrojada  allí.  La  Asamblea  resuelve  las
cuestiones planteadas de la siguiente forma:

- Edificio en régimen de propiedad horizontal: indica que esta argumentación



es correcta, pero la  cubierta  del edificio protege tanto la  propiedad de  las
recurrentes como la propiedad municipal.

- No  haberse  justificado  la  necesidad  de  las  obras:  remite  al  expediente
administrativo  y  a  los  informes  técnicos  “emitidos  por  mandato  de  la
Asamblea Vecinal, que evidencian la necesidad de actuar sobre la cubierta”.

- No estar determinado su coste: se aducen los informes técnicos obrantes en
el expediente.

- Falta  de  conformidad y de  consentimiento y coste  excesivo: se invoca en
este caso la “urgencia acreditada, debía actuarse en el cumplimiento de la
legislación  urbanística,  y  en  cumplimiento  de  la  obligación  de  todo
propietario de mantener el edificio en las debidas condiciones de seguridad”.
4º.- La situación del edificio cuya reparación ha disfrutado de la subvención,

con  referencia  a  la  titularidad  compartida  entre  el  municipio  y unos  particulares  y
reclamando la revisión de los expedientes de concesión de la misma, fue dada   a
conocer por las afectadas a la Diputación Provincial mediante un escrito fechado el
09/10/06, que no ha recibido contestación.

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.- Sobre la subvención concedida.
El Concejo de Lobera de Onsella ha recibido de D.P.Z. una subvención de

20.000 € con cargo al Plan de Infraestructuras y Equipamientos Locales (PIEL) de
2006 para la obra “Renovación de la cubierta de un edificio municipal destinado a
albergue”.  Esta  subvención  debe  ajustarse  a  lo  establecido  en  las  bases  de  la
convocatoria,  publicadas  en  el  B.O.P.  de  07/02/06,  y  a  las  normas  generales
reguladoras  de  la  materia:  Ley  de  Bases  del  Régimen  Local  y  Ley  General  de
Subvenciones, así como a la Ordenanza General de Subvenciones de la D.P.Z. y a
las bases de ejecución del presupuesto provincial.

De acuerdo con la documentación recibida, no se cumplen algunos de los
requisitos exigidos, puesto que:

- En cuanto a la titularidad: como se indica en el comunicado de D.P.Z. “no se
puede hacer partícipe de la subvención a un copropietario para costear, en
todo o en parte, el importe de su aportación a los gastos de reparación de
un  edificio  en  régimen  de  propiedad  horizontal”.  La  regla  tercera  de  la
convocatoria  del  PIEL  2006  exige  una  certificación  “que  acredite  la
disponibilidad de los terrenos o de aquellos elementos precisos para llevar a
término la actuación propuesta”. En el presente caso, la actuación realizada
afecta al edifico completo, parte municipal y parte privado, no pudiendo los
últimos beneficiarse de esta ayuda pública.

- Sobre  las obligaciones de  los beneficiarios:  la  regla quinta del  PIEL 2006
dispone  que  “Cuando  para  la  realización  de  una  obra  se  cuente  con
financiación procedente de otras Administraciones o entidades, además de
la  provincial y  municipal,   se indicará el  plan financiero correspondiente a
dicha obra, debiendo comunicar a la Diputación Provincial la obtención de
subvenciones o ayudas para la misma actividad”. Conforme a lo dispuesto
en el artículo 14 de la Ley General de Subvenciones, la norma undécima del



PIEL  2006  exige  en  la  justificación  de  la  subvención  un  certificado  que
indique  la  totalidad  de  gastos  efectuados con cargo a  la  subvención  y la
aportación  municipal  u  otras  financiaciones,  en  su  caso,  debidamente
relacionados;  no  se  alude  aquí  a  las  aportaciones particulares  porque  la
propia  filosofía  del  Plan  parte  de  la  aplicación  de  los  fondos  en
equipamientos o infraestructuras locales, y por tanto de titularidad municipal.
En  la  justificación  remitida a  D.P.Z.  no  se  hace  ninguna  mención  a  esta
financiación parcial de la obra que exige el Concejo a las copropietarias del
edificio
No  habiéndose  cumplido  íntegramente  las  condiciones  que  regulan  el

otorgamiento  de  subvenciones  con  cargo  al  PIEL  2006,  procede  que  la  Entidad
concedente proceda a la revisión del expediente y realice los oportunos ajustes, de
forma que los fondos  de esta procedencia vengan a  beneficiar exclusivamente los
bienes públicos

Segunda.- Sobre la contratación de la obra.
El Decreto de Alcaldía de 02/05/06 propone a la Asamblea Vecinal incoar

expediente urgente de contratación mediante procedimiento negociado sin publicidad
“basado en el artículo 141.c de la Ley de Administraciones Públicas”. Sin embargo,
tal precepto de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas   autoriza esta
forma  de  contratación  “c)  Cuando  una  imperiosa  urgencia,  resultante  de
acontecimientos  imprevisibles  para  el  órgano  de  contratación  y  no  imputables  al
mismo, demande una pronta ejecución que no pueda lograrse por el procedimiento
de urgencia regulado en el art. 71 o por aplicación de los plazos de publicidad en el
«Diario Oficial de las Comunidades Europeas» previstos para los casos de urgencia”.
En el presente caso no se da una situación de urgencia en la ejecución de las obras
(no  puede  considerarse  urgencia  la  necesidad  de  justificar  una  subvención  en
determinado plazo) ni se ha motivado esta declaración de urgencia, como exige el
artículo 71 de la Ley de Contratos; menos puede hablarse de “imperiosa urgencia” en
la ejecución de una obra que ya un año antes disponía de memoria valorada y cuya
misma necesidad es cuestionada por una parte directamente afectada.

En cuanto al procedimiento de contratación para esta obra, desestimada la
concurrencia de urgencia en su ejecución, debe tenerse en cuenta lo establecido en
la  Ley  de  Contratos  de  las  Administraciones  Públicas  pues,  de  acuerdo  con  lo
señalado  en  su  artículo  121,  se  trata  de  un  contrato  menor,  por  no  exceder  su
cuantía  de  30.050,61  €;  en  tal  caso,  conforme  al  artículo  56,  la  tramitación  del
expediente  sólo  exige  la  aprobación  del  gasto  y  la  incorporación  al  mismo  de  la
factura  y  el  presupuesto  de  las  obras,  requisitos  que  han  sido  cumplidos  en  el
presente caso.

Tal  opción  hubiese  evitado  la  aplicación  indebida  del  procedimiento
negociado  sin  publicidad  y  la  obtención  de  unos  presupuestos  que  deben  ser
excluidos automáticamente  al  exceder  el  tipo  de  licitación.  Este  procedimiento no
queda amparado en la urgencia y se excluye expresamente por razón de la cuantía,
pues el límite mínimo para su utilización en la Administración Local debe ajustarse al
10% de los recursos ordinarios  del  presupuesto (D.A.  9ª  de  la  Ley de  Contratos);
según los datos obtenidos del B.O.P. de 04/09/06, estos  recursos ascienden en el
presupuesto  de  Lobera  de  Onsella  para  2006  a  51.226  €,  por  lo  que  el  10%  es
inferior a la cifra del actual contrato.

Es conveniente, por ello, ajustar la forma de adjudicación de los contratos a
las posibilidades que la Ley ofrece para cada supuesto.



Tercera.- Sobre la necesidad de ejecutar las obras de común acuerdo
entre los propietarios.

De acuerdo con  la  documentación obrante  en  el  expediente, el  inmueble
situado en la calle Bradinal nº 4 de Lobera de Onsella pertenece a dos dueños: el
Concejo, propietario de las plantas primera y segunda, y unos particulares, dueños
de la planta baja. De acuerdo con lo establecido en el artículo 392 del Código Civil,
“Hay comunidad cuando la propiedad de una cosa o de un derecho pertenece pro
indiviso a varias personas”. En el caso de un edificio con diferentes pisos o locales,
el  artículo 392  del  mismo  Código  distingue las  partes  del  mismo  que  pueden ser
objeto de una propiedad separada y el derecho de copropiedad sobre los elementos
comunes, como el  suelo,  vuelo, cimentaciones, cubiertas, elementos estructurales,
etc.  Por  estas  circunstancias, resulta  aplicable  la  Ley  49/1960, de  21  de  julio,  de
Propiedad Horizontal, cuyo objeto es “la regulación de la forma especial de propiedad
establecida  en  el  artículo 396  del  Código  Civil”  (artículo  1)  y, aunque no  se  haya
otorgado el título constitutivo de la propiedad horizontal, se rige por esta Ley en lo
relativo al  régimen jurídico  de  la  propiedad,  de  sus  partes  privativas  y elementos
comunes,  así  como  en  cuanto  a  los  derechos  y  obligaciones  recíprocas  de  los
comuneros. Sobre las reformas en inmuebles, y en lo relativo al caso que nos ocupa,
la Ley dispone lo siguiente:

“Artículo 10.
1. Será obligación de la  comunidad la realización de las obras necesarias

para el adecuado sostenimiento y conservación del inmueble y de sus servicios, de
modo  que  reúna  las  debidas  condiciones  estructurales,  de  estanqueidad,
habitabilidad, accesibilidad y seguridad.

4. En  caso  de  discrepancia  sobre  la  naturaleza  de  las  obras  a  realizar
resolverá  lo  procedente  la  junta  de  propietarios.  También  podrán  los  interesados
solicitar arbitraje o dictamen técnico en los términos establecidos en la Ley.

Artículo 11.
1. Ningún propietario podrá exigir nuevas instalaciones, servicios o mejoras

no  requeridos  para  la  adecuada  conservación,  habitabilidad,  seguridad  y
accesibilidad del inmueble, según su naturaleza y características.

Artículo 12.
La  construcción  de  nuevas  plantas  y  cualquier  otra  alteración  de  la

estructura o fábrica del edificio o de las cosas comunes afectan al título constitutivo y
deben  someterse  al  régimen  establecido  para  las  modificaciones  del  mismo.  El
acuerdo que se adopte fijará la naturaleza de la modificación, las alteraciones que
origine en la descripción de la finca y de los pisos o locales, la variación de cuotas y
el titular o titulares de los nuevos locales o pisos.

Artículo 14.
Corresponde a la Junta de propietarios:
c) Aprobar los presupuestos y la ejecución de todas las obras de reparación

de  la  finca,  sean  ordinarias  o  extraordinarias,  y  ser  informada  de  las  medidas
urgentes  adoptadas  por  el  administrador  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el
artículo 20 c).

Artículo 18.



1.  Los  acuerdos  de  la  Junta  de  Propietarios serán  impugnables ante  los
tribunales de conformidad con lo establecido en la legislación procesal general, en
los siguientes supuestos:

a) Cuando sean contrarios  a  la  ley o  a  los estatutos de  la  comunidad de
propietarios.

b)  Cuando  resulten  gravemente  lesivos  para  los  intereses  de  la  propia
comunidad en beneficio de uno o varios propietarios.

c) Cuando supongan un grave perjuicio para algún propietario que no tenga
obligación jurídica de soportarlo o se hayan adoptado con abuso de derecho”.

Por  su  parte,  el  artículo 397  del  Código  Civil  prohíbe a  cualquiera de  los
condueños, sin consentimiento de los demás, hacer alteraciones en la cosa común,
aunque de ellas pudieran resultar ventajas para todos.

A  tenor  de  lo  establecido  en  el  artículo 171  de  la  Ley  de  Administración
Local de Aragón, que define los bienes patrimoniales como aquellos propiedad de la
entidad  local  que  no  estén destinados directamente al  uso  público  ni  afectados a
algún  servicio  público  ni  sean  comunales,  la  catalogación  más  correcta  de  este
edificio  debe  ser  la  de  como bien  patrimonial,  pues  su  dedicación  a  albergue no
constituye servicio público municipal. En consecuencia, y conforme a lo expresado
en el artículo 172.3 de esta norma, se regirá por su legislación específica y, en su
defecto, por las normas de derecho privado.

Por ello, resulta improcedente la actuación municipal en régimen de derecho
administrativo, adoptando acuerdos sin consentimiento de la otra parte y ofreciendo
los recursos administrativos y contencioso-administrativos contra sus actos, pues la
vía a seguir en caso de disconformidad entre dos propietarios sobre una actuación
en la cosa común es la civil, debiendo someterse a esta jurisdicción.

Cualquier  intervención  sobre  este  inmueble  requería  el  acuerdo  y
conformidad de los dos copropietarios, tanto en lo relativo a las obras a realizar como
sobre los pormenores de la ejecución y el reparto del coste. No se ha hecho así por
parte  del  Concejo,  puesto  que  las  copropietarias  no  fueron  informadas  de  la
necesidad de acometer las obras hasta mayo de 2006, cuando un año antes ya se
había elaborado la memoria valorada de la obra y se aprobó por la Asamblea Vecinal
de  22/06/05  la  solicitud  de  cambio  de  destino  a  D.P.Z.  para  asignar  a  esta  la
subvención concedida a otra obra. Las alegaciones que presentaron, invocando la
innecesariedad  de  la  obra  en  los  términos  que  estaba  planteada  y solicitando  su
paralización para conseguir antes un acuerdo fueron ignoradas, continuándose los
trámites hasta su finalización. Tampoco fueron atendidas las reclamaciones por los
daños sufridos en el solar colindante de su propiedad y las quejas por la utilización
indebida de este o el vertido de aguas pluviales al mismo. Conforme a esto, no son
admisibles  los  argumentos  esgrimidos  en  el  acuerdo  de  la  Asamblea  Vecinal  de
21/01/07 para  rechazar el  recurso  de  reposición  que,  siguiendo  lo  indicado  en  la
previa comunicación, fue presentado por los particulares, puesto que:  

-  Precisamente  el  hecho  de  que  la  cubierta  del  edificio  protege  tanto  la
propiedad de las recurrentes como la propiedad municipal es indicativo que el edificio
debe seguir el régimen de propiedad horizontal, ateniéndose a sus normas.

-  Salvo  que  no  haya  sido  remitida  toda  la  documentación,  el  expediente
administrativo y los informes técnicos no evidencian la necesidad de actuar sobre la
cubierta  de  la  forma  en  que  se  ha  hecho,  sustituyéndola  íntegramente  e  incluso
(según las fotografías aportadas junto a la queja) elevando su altura para dejarla al



nivel  de  la  vivienda  colindante,  que  se  beneficia  de  esta  actuación  en  tanto  que
queda más protegida su pared medianera. La introducción de la memoria valorada
de 23/11/05 alude simplemente a “problemas de goteras”, que tal vez hubiesen sido
solventados  con  una  intervención  más  sencilla  que  la  completa  demolición  y
reconstrucción de la cubierta.

-  En  cuanto  a  la  determinación  del  coste  y  su  remisión  a  los  informes
técnicos obrantes en el  expediente, debe hacerse  constar  la  divergencia existente
entre las memorias valoradas, pues la  de 27/06/05 lo  cifra en 22.993,09 €  y la  de
20/04/06 establece 27.873,66 €, coincidentes con la certificación final, aunque varían
las unidades de obra con la factura presentada por el contratista.

- La falta de conformidad es evidente, pues las propietarias la han venido
manifestando continuamente. No procede invocar “urgencia acreditada”, pues no se
ha  hecho  esta  acreditación  ni  se  ha  acreditado  un  peligro  que  fundamente  la
intervención  pública  prevista  en  la  legislación  urbanística  para  salvaguardar  la
seguridad de personas o bienes.

- Por último, en cuanto al coste excesivo aludido, desde esta Institución no
se entra a valorar si el coste de las obras ejecutadas es excesivo o no; se considera,
en cambio, que debería haberse atendido a las propietarias cuando señalaban que
una simple reparación hubiese sido suficiente para solventar el problema de goteras
y haber estudiado esta opción.

III.- RESOLUCIÓN

Vistos  los  antecedentes  de  hecho  y  consideraciones  realizadas,  y  en
ejercicio  de  las  facultades que  a  esta  Institución confiere  el  artículo 22  de  la  Ley
4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto efectuar las
siguientes SUGERENCIAS:

Primera.- A la Diputación Provincial de Zaragoza, para que de acuerdo con
la normativa reguladora del PIEL 2006 y de la concesión de subvenciones públicas,
revise la que ha sido concedida a esta obra.

Segunda.- Al Ayuntamiento de Lobera de Onsella, para que intente alcanzar
un  acuerdo razonable  con  las  copropietarias de  la  planta  baja,  o  semisótano, del
edificio  del  albergue,  atendiendo  las  circunstancias  concurrentes  en  la  obra,  el
aprovechamiento  de  cada  parte,  los  daños  en  el  solar  colindante  y  demás
parámetros  que  puedan  influir  en  la  adopción  de  una  solución  razonable,
remitiéndose a la jurisdicción civil en caso de mantenerse la discrepancia.

Agradezco  de  antemano  su  colaboración  y  espero  que  en  un  plazo  no
superior  a  un  mes  me  comunique si  acepta  o  no  la  Sugerencia  formulada  a  esa
Entidad,  indicándome,  en  este  último  supuesto,  las  razones  en  que  funde  su
negativa.

EL JUSTICIADE ARAGÓN
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